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11. Fundamentos jurídicos

1. Tienen su origen inmediato estos autos en la
, demanda de amparo formulada por <cRumasa, S. A.»,
contra la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid de 23 de diciembre de
1992 que decidía el recurso de suplicación núm.
2.722/92. . '

y ya con este punto de partida habrá que advertir
ante todo que la representación procesal de la señora
Marco Sanz ha solicitado la declaración deinadmisión
del amparo por no haberse agotado todos los recursos
utilizables dentro de la vía judicial -arto 50.1, a) en rela- .
ción con el art. 44.1, a), ambos LOTC- ya que, en su
sentir, resultaba procedent~ la casación para la unifi­
cación de doctrina.

2. y efectivamente así es, dado que:
A) La cuestión de fondo planteada en el' proceso

laboral del que deriva este amparo era rade determinar
si la demanda formulada por doña Faustina Marco Sanz
había de ser resuelta aplicando la redacción inicial del
Reglamento de Régimen Interior de Galerías Preciados
o la modificación del mismo intropucida el año 1984.

B) Y tal cuestión, como subrayan las SSTC
318/1994,,17/1995 Y 31/1995, fue resuelta por la
Sentencia aquí impugnada en clara contradicción con
la doctrina sentada en la Sentencia de la Sala de lo
Social 'del' Tribunal Supremo de 30 de enero de 1987.

Co'n ello se abría el cauce del recurso de casación
para la unificación de doctrina (arts.'215 y 216 L.P.L.,
vigente a la sazón, hoyarts. 216 y 21 7 del Texto Refun­
dido de 7 de abril de 1995), que no fue interpuesto,
de lo que claramente deriva la procedenciad~ un pro­
nunciamiento de inadmisión para este amparo -arts.
50.1, a) y 44.1, a), ambos LOTC-, tal como ya declaró
-Ia.citada STC 318/1994 ,dictada en el recurso núm.
516/93, dirigido precisamente contra la misma Senten­
cia ahora recurrida.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucionalJ POR LA AUTORIDAD QUE Ll: CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA, "

Ha decidido

Declarar la inadmisión de este recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de diciembre de, mil
novecientos noventq y cinco.-Alvaro Rodríguez Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón......Enri­
que Ruiz Vadillo.-Manuel ~iménez de Parga y Cabre­
ra.-Javier Delgado Barrio.-Firmado y'rubricadó.

Sala Primera. Sentencia 193/1995, de 19 de
diciembre de 1995. Recurso de amparo
1.063/1993. Contra Sentencia dictada por el
T.S.J. de Canarias en recurso de suplicación
sobre indemnizaciones previstas en el plan
de previsión de la empresa recurrente. Inad­
misibilidad de la demanda de amparo por no
haber agotado los recursos de la vía judicial.

La Sala Primera del Tribuna" Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo; Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz ViUalón, don

Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez' de Parga y
Cabrera y don Javier·Delgado Barrio, Magistrados, ha
pronunciado '

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.063/93, interpuesto
por «Galerías Preciados, S.' A.n, representada por el Pro­
curador don Julio Antonio Tinaquero Herrero y asi~.tida

del Letrado don B. Sandalia Rueda, contra la Sentencia
dictada por el Tribunal Superior de JuSticia de Canarias
en recurso de suplicación contra la dictada por el Juz­
gado de lo Social núm. :2 de Santa Cruz de Tenerife
sobre indemnizaciones previstas en ~I Plan de Previsión.
Han comparecido el Ministerio Fiscal, el Abogado del
Estado y doña- M.a del Pino García Roque representada
por la Procuradora doña Ana M.a García Fern~ndez. Ha
sido Ponente el Magistrado don Javier Delgado Barrio,
quien expre~a el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el 'Registro de este Tri­
bunalel 7 de abril de 1993, el Procurador de los Tri­
bunales don Julio Antonio Tinaquero Herrero, interpo­
ne, en nombre y .representación de «Galerías Precia­
dos, S. A.», recurso contra la Sentencia de la Salada
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Canarias
de 18 de marzo de 1993. '

2. Los hechos que dan lugar a.Ia presente 'demanda
de amparo son;én síntesis, los siguientes: '

a)' La entidad hoy reclamante de amparo, «Galerías
Preciados, S.A.-», tiene establecido desde el año 1966
un Plan de Previsión Social, incorporado el año 1968
al Reglamento de Régimen Interior de empresa, en virtud
del cual los trabajadores de la empresa, al fallecer o
resultar inhábiles para el trabajo con una incapacidad
absoluta o jubilarse a los sesenta y Ginco años, tienen
derecho a percibir una indemnización equivalente a cien
veces'el sueldo mensual. ' ,

b} Mediante expediente tramitado ante la Dirf¡cción
General de Trabajo, la empresa consiguió, por Resolución
de 8de febrero de 1984, modificar las normas regu­
ladoras de las puntuaciones econ6micas correspondien­
tes al Plan de Previsión estableciendo· una rebaja impor-
tante de la referida indemnización. ' ,

c) Dicha Resolución fue recurrida ante la Sala de
lo Contencibso-Admini~trativo de la Audie'ncia Nacional
que dictó Sentencia, e. 5 de febrero de 1989, estimando
el recurso planteado y declarando nulo el acto admi;..
nistrativo. Interpuesto recurso de apelación ante la Sala

,Tercera del Tribunal Supremo, fue, estimado por Sen­
tenciade 24 de octubre de 1991, que declaró conforme
a Derecho la resolución del Ministerio de Trabajo y Segu­
rjdad Social sobre modificación del Reglamento de Régi­
men Interior. '

d) Con fecha 12 de diciembre dé 1989 el I.N.S.S.
.dictó Resolución por el que se concede al actor señor
del Pino García una invalidei permanente absoluta. A
raíz del mismo el trabajador recl'ama, de acuerdo con
lo previsto en el texto originario del Reglamento de Régi­
'men Interior, la prestación ec.onómica correspondiente
que le fue reconocida en Sentencia de 1 de junio de
1992 por el Juzgado de lo Social núm. 2 de Tenerife.
La mencionada Sentencia fue recurrida por «Galerías Pre­
ciados, S. A.», ante la Sala de lo Social del Tribunal Supe-
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rior de Justicia. de Canarias. dando lugar a ~ Sentencia
ahora recurrida en amparo que confirmó el fallo.

3. La representación de la entidad recurrente con­
sidera que la Sentencia dictada por la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Canarias vulnera
el art. 24 C.E. porque no acata la decisión de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo (Contencioso-Administra­
tivo), que estaba llamada a resolver si eran válidos o
no los Acuerdos adoptados por la Dirección General de
Trabajo el 8 de febrero de 1984 y la posterior confir­
mación del Ministerio de Trabajo, para en su caso acce­
der o no a la reclamación planteada por el recurrente,
situación que establecía una conexión inmediata, similar
a la litispendencia. .

Alega que, lejos de respetar el Juez y Tribunal pre­
determinado (el orden contencioso-administrativo), la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Canarias entra a conocer de una cuestión que no per­
tenece al orden laboral y que estaba resuelta por la Sala
Tercera del Tribunal Supremo.

Cita a continuación la doctrina del Tribunal Consti­
tucional relativa a la incompatibilidad del derecho a la
tutela judicial efectiva con la firmeza de pronunciamien­
tos judiciales contradictorios, concretamente las SSTC
62/1984 y 158/1985.

la demanda concluye suplicando que se anule el pro­
nunciamiento impugnado y se devuelvan las a~tuadones
al Tribunal Superior de Justicia de Canarias, para que
se dicte una nueva en la que, de acuerdo con la Sentencia
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, se declare que
la demanda formulada por el actor ha de ser desestimada
por no tener apoyo legal su reclamación.

Mediante otrosí, se solicita la suspensión de la eje­
cución de la resolución impugnada, tal y como ya se
ha accedido en otros casos análogos (recursos núms.
1.346, 1.347, 1.349,2.308 Y 1.139/92), así como la
acumulación a uno cualquiera de ello$.

4. Por providencia de 27 de mayode 1993, la Sec­
ción acordó admitir a trámite la presente demanda con
los correspondientes efectos legales. En la misma pro­
videncia la Sección acordó abrir la oportuna pieza sepa­
rada de suspensión, accediéndose a la misma por Auto
de 28 de junio de 1993.

5. Por escrito registrado el. 2 de junio de 1993, el
Abogado del Estado solicitó que se le tuviese por per­
sonado en este proceso constitucional, a lo que se acce­
dió por providencia del día' 7 de junio siguiente.

6. PDr providencia d~ 5 de julio de 19931a Sección ­
acordó tener por recibidas las actuaciones remitidas por
el Tribunal Superior de Justicia de Canarias y por-el Juz­
gado núm. 2 de Santa Cruz de Tenerife, así como tener
por persoh,ada a doña María del Pino García Hoq,ue, repre­
sentada _por la Procuradora señora García Fernández,
y dar vista de las actuaciones a las partes personadas
y al Ministerio Fiscal por plazo común de veinte días,
para que dentro del mismo efectuaran las alegaciones
que estimaran pertinentes. '

7. El 14 de julio de 1993 presentó sus alegaciones
el Ministerio Fiscal interesando que el amparo no fuese
concedido. Se remitía, en síntesis, a sus alegaciones ante­
riores presentadas en relación a otras demandas aná­
logas a la presente. Al mismo tiempo consideraba opor­
tuno que se acumulase el presente proceso a otros ante­
riormente interpuestos por Galerias Preciados y Rumasa
que ya habían sido admitidos a trámite.

8. El 16 de julio de 1993 registró sus alegaciones
el demandante de amparo, en las que reiteraba, en sín­
tesis, las ya expu~stas en la demanda de amparo.

9. El 21 de julio siguiente presentó sus alegaciones
el Abogado del Estado. En las mismas·sostenía, en sín­
tesis, lo siguiente:

Considera qU& se ha vulnerado el art. 24.1 C.E. por
no haber sido considerado por el órgano judicial que
la pendencia de la apelación núm. 1.404/89 ante la
Sala Tercera del Tribunal Supremo entrañaba prejudi­
cialidad excluyente. Y aún más, cuando el órgano judicial
laboral dictó su Sentencia, ya tenía conocimiento de que
la Sala Tercera del Tribunal Supremo había resuelto esa
cuestión prejudicial en el sentido de estimar el recurso
interpuesto por la empresa que en el proceso laboral
estaba siendo demandada; Sentencia aquella que decla­
ró conforme a Derecho la Resolución del Ministro de
Trabajo, de 6 de julio de 1984, sobre modificación del
Reglamento de Régimen Interior de Galerías Preciados.
que estaba siendo de nuevo cuestionado.

El Juzgado de lo Social ya conocía en su momento
la Resolución de la Dirección General de Trabajo que
modificó el aludido R.R.1. La Sentencia, de 6 de febrero
de 1989, de la Audiencia Nacional entendió, estimando
el recurso contencioso-administrativo interpuesto p·or los
trabajadores, que tal resolución no era ajustada a Dere­
cho, anulándola. Esta Sentencia fue objeto de apelación
-que a la postre sería estimada-, y durante la trami­
tación de tal recurso se interpuso por. el actor recla­
mación en la vía judicial social para solicitar las pres­
taciones económicas que se derivaban de la vigencia
del anterior Reglamento. Se rechazó por el órgano 'judi-'
cial la excepción de Iitispendenéia, confirmándose tal
criterio por la correspondiente Sentencia de la Sala de
lo Social. del Tribunal Superior de Justicia.·Esta decisión
no resulta coherente,' a su juicio, con la jurisprudencia
de este Tribunal. Cita las SSTC 2471984, 62/1984,
5 8/ 198 5, 7 O/ 1 989, 1 16/ 1 989, 2 6/ 1 9 9-1 Y
204/1991. '

Considera que en supuestos como el presente, el arto
24.1 C.E. ·exige la 'suspensión del proceso laboral en
curso hasta que la jurisdicción contencioso-administra­
tiva decida definitivamente el problema prejudicial. Sólo
así se puede salvar el derecho reconocido en el arto 24. 1
C.E., que comprende el derecho a. obtener una única
e in~quívoca rEtspuesta judicial ,al· problema sometido
a enjuiciamiento. Añade que esta tesis viene avalada
por el art. 10.1 L.O.P.J., que resulta apricable al presente
caso, siendo aquella Ley po'steriora la L.P.L. de 1980.
Concluye, pues, que el órgano judicial, al. no acceder
ala suspensión del proceso solicitada por el demandante
no tuvo en cuenta las exigencias derivadas del arto 24. 1
C.E, y vulneró por lo tanto el derecho ala tutela judicial
efectiva de la demandante. A su juicio, acceder a la sus­
pensión PQr razones de prejudicialidad no afecta a otros
bienes constitucionales.

Es manifiesta la contradicción entre las resiluciones
de la jurisdicción social y la resolución definitiva emanada
de la Sala TerceradelTribunal Supremo, qúeha de enten­
derse como la prioritariamente llamadaa resolver la cues­
tión planteada, que no era otra que enjuiciar la ··Iegalidad
de una resolución administrativa. Tal contradicción lesio­
na el derecho a la tutela judicial efectiva de la recurrente,
y esta lesión sólo puede repararse con la anuladón de
la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia para que dicte otra en la que se sujete al
fondo de la solución definitiva dada a la cuestión por
la Sala Tercera del Tribunal Supremo.

10. El 29 de julio de 1993 presentó sus alegaciones
en el Juzgado de Guardia de Madrid -recibidas en este
Tribunal el día 2 de agosto siguiente- la Procuradora
señora Garcí9 Fernández. Señala que el arto 41 E.T. no
puede avalar la modificación del Reglamento de Régimen
Interior cuestionada en este proceso, sino que se ha
de entender exclusivamente diri'gido a la modificación
de las condiciones de trabajo de origen contractual, no
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to condiciones menos favorables en perj~icio del tra­
bajador. Añade que la autorización administrativa no pue­
de convertirse en un instrumento C05ltrario a la auto-­
nomía colectiva. en este caso reflejada en el Convenio
colectivo de grandes almacenes el cual no contiene claú­
sula alguna de derogación de los'Reglamentos de Régi­
men Interior.

11. Por providencia de fecha 18 de diciembre de
1995. se señaló para deliberación y votación de la pre­
sente Sentencia el siguiente día 19 del mismo mes y
año.

11. . fundamentos jurídicos

1. Se ha impugnado con este recurso de amparo
la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Canarias. con sede en Santa Cruz de Tene­
rife. de 18 de marzo de 1993. confirmatoria de la del
Juzgado de lo Social núm. 2 de la misma ciudad. de
1 de junio de 1992. siendo ya de añadir que para la
fundamentación del recurso se alega la vulneración del
art. 24.1 Y 2 C.E. entendiendo que no se ha respetado
el derecho al juez predeterminado por la ley. dando lugar
con ello. además. a Sentencias contradictorias. ,

Pero con carácter previo y dado que en la demanda
se invoca la Sentencia de la Sala de lo Social del.TribunaJ
Supremo, de 30 de enero de 1987. cuya doctrina se
ve contradicha por -la Sentencia aquí impugnada. a la
luz de la doctrina sentada en las SSTC 318/1994.
1711995 y 31/1995. ·será preciso examinar el tema
de la admisibilidad de este arnparo, dado que el art~

44.1 a) LOTC exige para su viabilidad el agota"1iento de
todos los recursos utilizables dentro de la vía judicial. ,

y ocurre que. efectivamente. la Sentencia aquí recurri­
da era susceptible de recurso de casación para la uni­
ficación de doctrina. dado que:

A) La -cuestión de fondo -planteada en·' el proceso'
laboral del que deriva este amparo era la de determinar

_si la demanda formulada por don Manuef.del Pino Garcia
había de ser resuelta aplicando la redacción inicial del
Reglamento de Régimen Interior de Galerías Preciados
o la modificación del mismo introducida el año 1984.

B) Y tal cuestión. como subrayan las ya citadas SSTC
318/1994. 1711995 y 31/1995. fue resuelta por la
Sentencia ahora impugnada en clara contradicción con
la doctrina sentada en la Sentencia de la Sala de lo
Social del Tribunal Supremo de 30 de enero de 1987
a la que se refiere la recurrente en su demanda.

Con ello se abríft el cauce del recurso de casación
para la unificación de doctrina (arts. 215 y 216 L.P.L..
vigente 'a lásazón. hoy arts. 216 y217 del Texto Refun­
dido de 7 de abril de 1995). que no fue interpuesto.
de lo ,ql!eclaramente deriva la procedencia de un
pronunciamiento de inadmisión para este _recurso de
amparó -arts..50.1 a) y 44.1 a). ambos de la LOTC.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTÚRIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NA~16N ESPAÑOLA, .

Ha decidido
Declarar la inadmisión de este recurso de amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».
Dada' en Madrid. a diecinueve de diciembre de mil

novecientos noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enri­
que RuizVadillo.-Manuel. Jiménez de Parga y Cabre­
ra.-Javier Delgado Barrio.-Firmados y rubricados.

Sala Primera. Sentencia 19411995. de 19 de
diciembre de 1995. Recurso' de amparo
2.08611993. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del r.S:J. de Madrid, dictada en supli­
cación sobre reclamación de indemnizaciones
previstas en el plan'de previsión de la empresa
recurrente. fnadmisibi/idad -de la demanda de
amparo por no haber agotadq los recursos
de la vía judicial.

La SalaPrimera del Tribunal Constitucionat compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra. don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo; don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don ·Javier Delgado Barrio, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.086/93, interpuesto
por «Rumasa, S. A.». representada por el Procurador de
los Tribl,..males don Bonifacio Fraile Sánchez y bajo la
dirección del Letrado señor Pedrajas' Moreno. contra la
Sentencia de JaSa'a de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid, de 12 de enero de 1993. Han
intervenido doña Vicenta Reviriego Martín y don Angel
Blanco Montes. representados por la Procuradora de los
Tribunales doña Amparo Laura Díez Espí. con asistencia
del Letrado don Guillermo Vázquez Alvarez, el Abogado
del Estado y el Ministerio _Fiscal _Ha sido Ponente el
Magistrado don Javier Delgado Barrio. quien expresa
el parecer de la Sala..

l., Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Registro de este Tri­
bunal el 25 de junio de 1993. el Procurador de los Tri­
bunale,s don Bónifacio Fraile Sánchez. interpuso, en nom­
bre y representación de «RlÍmasa. S. A.n, recurso de
amparo contra la Sentencia de ,12 de enero de 1993
de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid. ~

2. Los hechos en _que se basa el present~ recurso
de amparo son, en sínteSIS, los siguientes:

a) 'El proceso' ante la jurisdicción social del que trae
causa este recurso de amparo tuvo como objeto una
reclamación de derechos y cantidades promovida por
doña Vicenta Reviriego. viuda -de un trabajador de «Ga­
lerías Preciados. S. A.»,' y don Angel' Blanco Morales,
trabajador de la misma, con fundamento en el originario
Plan de Previsión Social de dicha empresa creado el
año 1966'e incorporado el año 1968 al Reglamento
de Régimen Interior de Empresa, pese a que éste había
sido modificado con autorización de la Dirección General
de Trabajo de 8 de febrero de 1984~

b) En la venta de «Galerías Preciados, S. A.». por
«Rumasa,S. A.n. a la Sociedad Holandesa Elingra Beleng­
gingmaatschappij, B.V, se acordó que respecto del 'pasivo
laboral derivado del Plan de Previsión Social, la com­
pr~dora asumiría para ella la responsabilidad que pudiera
resultar por dicho concepto hasta un límite o tope máxi­
mo, haciéndose cargo del eventual exceso «Ruma­
sa, S. A.n, solidariamEmte con el Patrimonio del Estado.

c) _Ante lo solicitado en la demanda antes' citada,
'la entidad recurrente -en amparo aduJo la existencia' de
prejudicialidad. toda- vez que estaba pendiente ante la
Sala Tercera del Tribunal Supremo un recurso de ape­
lación en el que había de resolverse si la ya mencionada


